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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN 

DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO 

ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE, EN MATERIA DE 

REUBICACIÓN DE INDUSTRIAS DE ALTO IMPACTO AMBIENTAL, A CARGO 

DE LA DIPUTADA IRAÍS VIRGINIA REYES DE LA TORRE, INTEGRANTE DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO. 

 

Quien suscribe, Iraís Virginia Reyes de la Torre, diputada integrante del Grupo 

Parlamentario de Movimiento Ciudadano de la LXVI Legislatura de la Cámara de 

Diputados, con fundamento en los artículos 71 fracción II de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; así como el artículo 6, fracción I, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la consideración de esta 

Soberanía la siguiente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se 

adicionan diversas disposiciones a la Ley General del Equilibrio Ecológico y 

la Protección al Ambiente, en materia de reubicación de la industrias de alto 

impacto ambiental, con base en la siguiente:  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

I. Antecedente legislativo 

 

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 77, numeral 2, del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, solicité mediante oficio número IVRT/126/2026, dirigido al 

Diputado Raúl Bolaños-Cacho Cué, presidente de la Mesa Directiva de la Cámara 

de Diputados, el retiro de la iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

adicionan diversas disposiciones a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente y de la Ley General de Asentamientos Humanos, 

Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, en materia de reubicación de 
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industrias de alto impacto ambiental; publicada en la Gaceta Parlamentaria número 

6982-II-6-1, el 24 de febrero de 2026. (exp. 4444) y turnada el 3 de marzo de 2026, 

a las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y Desarrollo 

Urbano y Ordenamiento Territorial. 

 

Lo anterior, derivado del acuerdo alcanzado con la Diputada Gabriela Benavides 

Cobos, presidenta de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con el 

objeto de separar los artículos del proyecto de decreto, a fin de que las dos 

comisiones encargadas del dictamen correspondiente los analicen y dictaminen de 

manera independiente. 

 

Es importante señalar que esta determinación responde a la necesidad de que la 

Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales lleve a cabo de manera ágil los 

trabajos de dictaminación correspondientes de esta propuesta de reforma, en el 

marco del análisis y revisión del anteproyecto de dictamen relativo a la iniciativa de 

Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, enviada por el 

Poder Ejecutivo Federal. 

 

II. Introducción 

 

El crecimiento de las ciudades y la expansión de los asentamientos humanos 

constituyen procesos inherentes al desarrollo económico y social de las sociedades 

contemporáneas, mas, cuando este crecimiento ocurre de manera acelerada y sin 

una adecuada previsión de sus efectos ambientales, puede generar condiciones 

que comprometen la calidad de vida, la salud y la seguridad de las personas, sobre 

todo cuando las actividades productivas de alto impacto ambiental quedan 
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integradas o rodeadas por zonas habitacionales y otros espacios de concentración 

de población. 1 

 

En el país, existen instalaciones industriales que fueron establecidas originalmente 

en zonas periféricas o alejadas de los principales núcleos de población y que, con 

el transcurso del tiempo, han quedado inmersas en áreas urbanizadas como 

consecuencia de la expansión de las ciudades.  

 

Esta transformación territorial puede generar una situación en la que la proximidad 

entre determinadas actividades industriales y la población incremente la exposición 

de las personas a emisiones contaminantes, descargas, residuos peligrosos, 

sustancias o materiales de riesgo, así como a otros factores capaces de producir 

afectaciones al ambiente, a la salud humana o al equilibrio ecológico. 

 

El problema adquiere especial relevancia cuando las características, magnitud o 

naturaleza de una actividad industrial hacen que sus impactos ambientales 

trasciendan el ámbito de las instalaciones en las que se desarrolla y puedan incidir 

de manera directa o acumulativa sobre las comunidades asentadas en su entorno 

y particularmente atentar contra el principio de progresividad de los derechos 

humanos de la población.2  

 

                                                             
1 Hernández García, Ana K. (s/f). “The accelerated urban growth in México city: Figures and future 
scenarios”, en Edinburgh Napier University, School of Engineering and the Built Enviroment. Escocia, 
UK. Consultado el 22 de diciembre de 2025. Disponible en: https://www.researchgate.net/profile/Ana-
Karen-Hernandez-
Garcia/publication/384767238_The_accelerated_urban_growth_in_Mexico_City_Figures_and_futur
e_scenarios/links/6706e08aab024170996548d4/The-accelerated-urban-growth-in-Mexico-City-
Figures-and-future-scenarios.pdf 
2 Sandoval y Aguilar (s/f). Planeación urbana con enfoque en derechos humanos”, en Revista 
Vivienda Infonavit. México. Consultado el 19 de diciembre de 2025. Disponible en: 
https://revistavivienda.infonavit.org.mx/2022/06/24/planeacion-urbana-con-enfoque-en-derechos-
humanos/ 



  
 
 
 
 
 

  

 

Página 4 de 34 
 

En esta circunstancia, la prevención y el control de la contaminación no pueden 

limitarse exclusivamente a la vigilancia del cumplimiento de las obligaciones 

ambientales ordinarias, sino que requieren considerar las condiciones concretas en 

las que opera la instalación, su relación con el entorno y el nivel de riesgo que 

representa para la población y los ecosistemas. 

 

El derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente sano para su desarrollo, 

salud y bienestar se encuentra reconocido en el artículo 4o. de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y constituye uno de los fundamentos de 

la política ambiental del Estado mexicano.3 

 

En correspondencia con este mandato, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente establece las bases para la preservación y restauración del 

equilibrio ecológico, la protección al ambiente y la prevención y control de la 

contaminación.4 

 

La operación reiterada de instalaciones industriales que han sido objeto de 

sanciones por incumplimientos o afectaciones ambientales puede traducirse en una 

afectación prolongada al derecho de las personas a un medio ambiente sano, 

particularmente cuando dichas instalaciones se encuentran ubicadas en zonas 

densamente pobladas y las condiciones que dieron lugar a las sanciones persisten 

o generan riesgos para la población y los ecosistemas.  

 

                                                             
3 Cámara de Diputados (2026). “Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, en Leyes 
Federales Vigentes. México. 9 de junio de 2026. Disponible en:  
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 
4 Cámara de Diputados (2026). “Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente”, 
en Leyes Federales Vigentes. México. 9 de junio de 2026. Disponible en: 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGEEPA.pdf 
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Este derecho no sólo se encuentra reconocido en el artículo 4o. constitucional5, sino 

que forma parte de los compromisos internacionales asumidos por el Estado 

mexicano, entre ellos el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales6 y el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 

Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el 

Caribe, conocido como Acuerdo de Escazú7. 

 

A pesar de la evolución de las ciudades y la transformación de los espacios en los 

que se desarrollan determinadas actividades industriales, en el plano cotidiano 

aparecen nuevos desafíos que requieren fortalecer los instrumentos de protección 

ambiental. 

 

Por lo anterior, resulta necesario contar con mecanismos que permitan identificar 

aquellas industrias que, por sus características y por las condiciones de su entorno, 

puedan representar un riesgo significativo para la salud de la población o para el 

equilibrio ecológico; evaluar objetivamente dicho riesgo; establecer medidas 

preventivas y correctivas proporcionales; y, cuando las condiciones técnicas y 

ambientales así lo determinen, disponer de mecanismos para su reubicación. 

 

La finalidad de esta propuesta de reforma no consiste en desconocer la importancia 

de las actividades industriales para el desarrollo económico del país ni establecer 

una medida generalizada de traslado de instalaciones productivas.  

                                                             
5 Cámara de Diputados (2026). “Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. Op. Cit. 
6 ONU (1966). “Pac 
to Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales”, en Resolución 2200 A (XXI) de la 
Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, Derechos Humanos. Ginebra, Suiza. 
Disponible en: https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-
covenant-economic-social-and-cultural-rights 
7 Gobierno de México (2021). “Acuerdo de Escazú”, en la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales. México. 04 de noviembre de 2021. Disponible en: https://www.gob.mx/semarnat/acciones-
y-programas/el-acuerdo-de-escazu 
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Contrariamente, se pretende fortalecer el principio de prevención ambiental 

mediante un mecanismo sustentado en criterios técnicos, evidencia científica y 

evaluación objetiva de riesgos, que permita actuar cuando la permanencia de una 

industria de alto impacto ambiental en una zona densamente poblada genere 

condiciones incompatibles con la protección efectiva de la salud humana, el 

ambiente y el equilibrio ecológico. 

 

En este sentido, se propone fortalecer la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente mediante la incorporación de disposiciones específicas para 

la identificación, registro, evaluación y, cuando resulte necesario y técnicamente 

justificado, reubicación de industrias de alto impacto ambiental ubicadas en zonas 

urbanas o habitacionales derivadas del crecimiento de los asentamientos humanos. 

 

La idea es, transitar de un modelo predominantemente reactivo, orientado a atender 

las consecuencias de los daños o emergencias ambientales una vez que éstos se 

han producido, hacia un esquema preventivo que permita anticipar riesgos, reducir 

la exposición de la población y adoptar medidas oportunas para proteger el derecho 

a un medio ambiente sano.8  

 

En consecuencia, la intervención del Estado debe atender no sólo al cumplimiento 

formal de las obligaciones ambientales de las instalaciones industriales, sino 

también a las condiciones reales de riesgo que puedan derivarse de su localización, 

operación y relación con el entorno. 

 

Es decir, cuando haya evidencia técnica suficiente que determine la permanencia 

de una industria de alto impacto ambiental que represente un riesgo grave para la 

                                                             
8 Cámara de Diputados (2026). “Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. Op. Cit. 
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salud humana o para el equilibrio ecológico, la Ley debe contar con instrumentos 

para prevenir, mitigar e incluso, cuando sea necesario, la reubicación de la 

instalación, bajo procedimientos definidos, garantías de seguridad jurídica y criterios 

de proporcionalidad. 

 

Esta propuesta busca fortalecer las capacidades de la autoridad ambiental para 

responder a una problemática que deriva de la interacción entre la actividad 

industrial, la transformación de los asentamientos humanos y la protección del 

medio ambiente, colocando en el centro de la actuación pública la prevención del 

riesgo, la protección de la salud y la garantía efectiva del derecho a un medio 

ambiente sano. 

 

III. Diagnóstico del problema 

 

El crecimiento de las ciudades ha generado nuevos desafíos para la protección del 

medio ambiente y la salud de la población; la expansión de las zonas urbanas, 

acompañada del desarrollo de actividades industriales, comerciales y de servicios, 

ha incrementado la presión sobre los recursos naturales y sobre la capacidad de las 

autoridades para ordenar adecuadamente los distintos usos del territorio.9 

 

Uno de los problemas que adquiere especial relevancia es la coexistencia, dentro 

de zonas urbanas y metropolitanas, de instalaciones industriales con áreas 

destinadas a vivienda, educación, servicios, comercio y otros usos sensibles.  

 

                                                             
9 Ramírez, A. (2021). “Ciudades generan más del 70 % de la contaminación global”, en UNAM. 
Centro Urbano. México. 20 de septiembre de 2021. Disponible en:  
https://centrourbano.com/revista/urbanismo/ciudades-generan-mas-del-70-de-la-contaminacion-
global-unam/ 
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En diversos casos, instalaciones que originalmente se encontraban alejadas de los 

asentamientos humanos han quedado progresivamente rodeadas por el crecimiento 

de las ciudades, lo cual ha generado una proximidad que incrementa la exposición 

de la población a emisiones contaminantes, residuos, ruido, vibraciones y otros 

riesgos asociados con determinadas actividades industriales. 

 

Esta situación adquiere importancia cuando se trata de industrias que, por las 

características de sus procesos productivos, utilizan sustancias peligrosas, generan 

emisiones a la atmósfera, descargan contaminantes o producen residuos que 

pueden representar riesgos significativos para el ambiente y para la salud humana. 

 

En estos casos específicos, la ubicación de las instalaciones no constituye un 

elemento meramente urbanístico o económico, también constituye una cuestión de 

salud pública, seguridad y protección de los derechos humanos. 

 

Es evidente que, la contaminación atmosférica representa uno de los principales 

riesgos ambientales con impacto a la salud, en este contexto no es menor señalar 

que, la exposición a partículas finas PM2.5 está asociada con efectos adversos sobre 

los sistemas respiratorio y cardiovascular y con un incremento de diversos riesgos 

para la salud.  

 

En el caso de México, distintos organismos internacionales han documentado 

niveles de exposición que superan las recomendaciones internacionales de calidad 

del aire, lo que evidencia la necesidad de fortalecer las políticas de prevención y 

control de las fuentes contaminantes.10 

                                                             
10 La Redacción (2020). “El 99.65 % de mexicanos está expuesto a contaminación por 
micropartículas: OCDE”, en La Octava. México. 31 de marzo de 2020. Disponible en: 
https://laoctava.com/ciencia-y-tecno/2020/03/31/el-99-65-de-mexicanos-esta-expuesto-a-
contaminacion-por-microparticulas-ocde?utm_ 
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La concentración de determinadas actividades industriales en zonas con elevada 

densidad poblacional puede generar impactos acumulativos sobre distintos 

componentes del ambiente y aumentar la vulnerabilidad de las comunidades 

asentadas en su área de influencia.  

 

Por ello, la evaluación de los riesgos ambientales no puede realizarse 

exclusivamente desde una perspectiva sectorial o considerando de manera aislada 

cada instalación, sino que debe tomar en cuenta las características del territorio, la 

población potencialmente afectada, la acumulación de impactos y la capacidad de 

los ecosistemas y de las propias ciudades para absorberlos. 

 

A lo anterior, se suma que el crecimiento urbano no siempre ha estado acompañado 

de una adecuada actualización de los instrumentos de ordenamiento territorial y de 

planeación urbana.  

 

La expansión de las zonas habitacionales sobre espacios que anteriormente se 

encontraban destinados a actividades industriales ha producido, en determinados 

casos, una incompatibilidad entre usos de suelo que originalmente se encontraban 

separados.11   

 

Es necesario contar con mecanismos que permitan actuar de manera preventiva 

cuando las condiciones territoriales, ambientales o demográficas hayan cambiado 

sustancialmente y la permanencia de una determinada actividad industrial 

represente un riesgo significativo para la población o para el ambiente. 

                                                             
11 Villanueva, D. (2023). “México, entre los 10 países con mayor población expuesta a 
contaminación”, en diario La Jornada. México. 15 de junio 2023. Disponible en: 
https://www.jornada.com.mx/noticia/2023/06/15/ciencia-y-tecnologia/mexico-entre-los-10-paises-
con-mayor-poblacion-expuesta-a-contaminacion-8888?utm_source= 
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La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que la protección de este 

derecho se encuentra orientada, entre otros, por los principios de prevención y 

precaución, así como por el principio in dubio pro natura.12 

 

Estos principios exigen que las autoridades adopten medidas eficaces para evitar o 

mitigar los riesgos ambientales y que la ausencia de certeza científica absoluta no 

sea utilizada como justificación para postergar medidas de protección cuando exista 

un riesgo relevante. 

 

Bajo dicha lógica, la protección ambiental debe incorporar una perspectiva territorial, 

es decir, no basta con determinar si una industria cumple formalmente con 

determinados límites de emisión o con las obligaciones administrativas que le 

resultan aplicables; también resulta necesario valorar si, atendiendo a las 

condiciones actuales del entorno, su ubicación continúa siendo compatible con la 

protección de la salud, la seguridad de la población y el derecho a un medio 

ambiente sano. 

 

Lo anterior no significa desconocer la importancia de la actividad industrial para la 

economía nacional, la generación de empleos y el desarrollo regional, 

contrariamente, una política ambiental eficaz debe procurar la conciliación entre el 

desarrollo económico y la protección de los derechos humanos, evitando que los 

                                                             
12 “El principio de precaución es una forma de expresión del principio in dubio pro medio ambiente, 
pues el primero exige, precisamente, la actuación de las autoridades ante la incertidumbre científica, 
a favor de la conservación y protección de la naturaleza. El principio in dubio pro natura no solo 
acotado al principio de precaución, es decir, no solo aplicable ante incertidumbre científica, sino como 
mandato interpretativo general de la justicia ambiental, en el sentido de que en cualquier conflicto 
ambiental debe prevalecer, siempre, aquella interpretación que favorezca la conservación del medio 
ambiente”. Tomado de: SCJN (2021). “Amparo en Revisión 54/2021”. Primera Sala.  Ministro 
Ponente Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disponible en: 
https://bj.scjn.gob.mx/documento/sentencias_pub/213609 
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costos ambientales y sanitarios de determinadas actividades sean trasladados de 

manera desproporcionada a las comunidades en las que se encuentran instaladas. 

 

Cuando las medidas ordinarias de prevención, control, mitigación o modernización 

tecnológica resulten insuficientes para eliminar o reducir de manera razonable un 

riesgo ambiental significativo, y cuando la ubicación de una instalación industrial 

resulte incompatible con las condiciones actuales del territorio y con la protección 

de la población, las autoridades deben contar con instrumentos jurídicos que 

permitan adoptar medidas adicionales y proporcionales. 

 

Entre estas medidas puede encontrarse la reubicación de determinadas 

instalaciones industriales, siempre que ésta se encuentre sustentada en criterios 

técnicos y ambientales objetivos, mediante procedimientos que garanticen la 

seguridad jurídica de las personas titulares de las instalaciones y que permitan 

determinar, de manera fundada y motivada, la existencia, magnitud y permanencia 

del riesgo. 

 

Ante lo expuesto, resulta necesario fortalecer el marco jurídico para que la 

planeación territorial y la política ambiental incorporen mecanismos de prevención 

y atención de aquellos casos en los que la evolución de las ciudades, la modificación 

de los usos de suelo, la concentración poblacional o la evidencia de riesgos 

ambientales hagan necesaria la adopción de medidas extraordinarias para proteger 

a la población y al medio ambiente. 

 

La finalidad no debe ser desplazar indiscriminadamente las actividades industriales, 

sino establecer un mecanismo excepcional que permita corregir situaciones en las 

que la permanencia de determinadas instalaciones, por sus características y por las 

condiciones actuales de su entorno, resulte incompatible con la protección efectiva 
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del derecho humano a un medio ambiente sano y con la obligación del Estado de 

prevenir daños ambientales y riesgos para la salud de la población. 

 

IV. Justificación de la reforma 

 

El diagnóstico expuesto evidencia que el crecimiento de las ciudades y la 

transformación de las condiciones territoriales pueden generar situaciones en las 

que la permanencia de determinadas instalaciones industriales deja de ser 

compatible con el entorno urbano en el que se encuentran.  

 

Esta problemática adquiere especial relevancia cuando se trata de actividades que 

generan emisiones contaminantes, manejan sustancias peligrosas, producen 

residuos o representan riesgos relevantes para la salud de la población y el 

equilibrio ecológico. 

 

Es importante señalar que, la legislación cuenta con diversos instrumentos 

destinados a prevenir y controlar estos riesgos, entre los cuales destaca la Ley 

General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA) establece 

las bases para la preservación y restauración del equilibrio ecológico; la protección 

al ambiente y el aprovechamiento sustentable de los recursos naturales.13 

 

Por otro lado, está la ley en materia de asentamientos humanos, ordenamiento 

territorial y desarrollo urbano que establece instrumentos de planeación, 

zonificación y regulación de los usos del suelo. 14 

 

                                                             
13 Cámara de Diputados (2026). Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente”. 
Op. Cit  
14 Cámara de Diputados (2026). “Ley General de Asentamientos Urbanos, Ordenamiento Territorial 
y Desarrollo Urbano”, en Leyes Federales Vigentes. México. 9 de junio de 2026. Disponible en: 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAHOTDU.pdf 
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Los instrumentos normativos existentes se encuentran distribuidos no conforman, 

por sí mismos, un mecanismo integral y específico para atender aquellos casos en 

los que una instalación industrial preexistente, que originalmente pudo haber sido 

compatible con las condiciones territoriales de su entorno se encuentre 

posteriormente rodeada por el crecimiento urbano y observe riesgos ambientales o 

sanitarios que no pueden ser atendidos de manera suficiente a través de las 

medidas ordinarias de prevención, control, mitigación o vigilancia. 

 

En sentido estricto, el problema no consiste en la inexistencia absoluta de regulación 

ambiental o urbana, sino en la falta de una articulación jurídica que permita transitar 

de las medidas ordinarias de control ambiental y ordenamiento territorial hacia una 

solución excepcional, gradual y técnicamente sustentada cuando la permanencia 

de una instalación industrial resulte incompatible con las condiciones actuales de su 

entorno. 

 

La ausencia de este mecanismo puede generar que las autoridades actúen de 

manera fragmentada, atendiendo por separado aspectos ambientales, territoriales, 

sanitarios, de protección civil o de uso de suelo, sin contar necesariamente con un 

procedimiento que permita valorar integralmente la situación y determinar, cuando 

corresponda, si la permanencia de una instalación debe ser modificada, 

condicionada o, en última instancia, objeto de reubicación. 

 

Esta necesidad debe analizarse a la luz del artículo 4o. de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, que reconoce el derecho de toda persona a un 

medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar, así como del artículo 1o. 

constitucional, que impone a todas las autoridades, en el ámbito de sus 
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competencias, la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos y de prevenir, investigar, sancionar y reparar sus violaciones.15 

 

La obligación de protección ambiental no se limita a reparar los daños una vez que 

éstos se han producido; la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 

que el Estado tiene obligaciones positivas para proteger el derecho humano a un 

medio ambiente sano frente a actos de agentes no estatales y que debe adoptar 

medidas apropiadas de regulación, prevención, vigilancia y control frente a 

actividades que puedan afectar el ambiente.16 

 

La Primera Sala de la Suprema Corte ha reconocido que los principios de 

prevención y precaución constituyen principios rectores del derecho humano a un 

medio ambiente sano; el principio de prevención exige actuar frente a riesgos 

conocidos para evitar la materialización de daños ambientales, mientras que el 

principio precautorio permite adoptar medidas de protección aun ante la 

incertidumbre científica cuando exista la posibilidad de un daño grave o 

irreversible.17 

 

Desde esta vertiente, la legislación debe permitir que las autoridades atiendan no 

solo las condiciones de operación de una instalación industrial, sino también la 

relación existente entre ésta y las características actuales del territorio en el que se 

encuentra.  

 

                                                             
15 Cámara de Diputados (2026). “Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. Op. Cit. 
16 Suprema Corte de Justicia de la Nación (2019). “Amparo en revisión 641/2017”, en Primera Sala.  
Tesis/resumen institucional sobre el derecho humano a un medio ambiente sano y la protección 
frente a agentes no estatales. México. 19 de enero de 2018. Disponible en: https://emiliano-
zapata.scjn.gob.mx/sites/default/files/derechos/2019-
04/02.2f%20Canales%20CDMX%20AR%20641-2017%20%5BTesis%5D.pdf 
17 Ídem. 
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Una instalación que cumple determinadas obligaciones ambientales no 

necesariamente deja de representar un problema cuando su entorno ha 

experimentado un crecimiento urbano sustancial, cuando se ha incrementado 

considerablemente la población expuesta o cuando se han acumulado factores que 

elevan el riesgo ambiental, sanitario o de protección civil. 

 

Esta propuesta de reforma no parte de una presunción general de incompatibilidad 

entre industria y ciudad, ni pretende establecer la reubicación automática de las 

actividades industriales que generen impactos ambientales.  

 

Su finalidad consiste en establecer un mecanismo jurídico excepcional para 

aquellos casos en los que exista evidencia técnica suficiente de que la permanencia 

de una instalación industrial de alto impacto ambiental genera un riesgo significativo 

o una incompatibilidad territorial que no pueda ser solucionada razonablemente a 

través de medidas ordinarias de prevención, mitigación, control o modernización. 

 

En este sentido, la reubicación debe constituir una medida de última instancia y no 

una consecuencia automática de la clasificación de una actividad como 

contaminante o de alto impacto.  

 

Para su procedencia deberán considerarse las características de la actividad, la 

naturaleza y magnitud de los riesgos, la población potencialmente expuesta, las 

condiciones ambientales y territoriales del entorno, la disponibilidad de alternativas 

de prevención o mitigación y la viabilidad de adoptar medidas menos restrictivas. 

 

Con esta perspectiva se pretende armonizar la protección del medio ambiente y de 

la salud pública con los principios de legalidad, seguridad jurídica, proporcionalidad 

y debido proceso, además, permite reconocer que las actividades industriales 
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desempeñan un papel fundamental en la generación de empleo, inversión, 

infraestructura y desarrollo económico, por lo que la protección ambiental no debe 

traducirse en decisiones arbitrarias ni en la interrupción injustificada de actividades 

productivas lícitas. 

 

La propuesta resulta necesaria para fortalecer la coordinación entre los distintos 

órdenes de gobierno, ya que la problemática que se pretende atender involucra 

competencias ambientales, territoriales, urbanísticas, sanitarias y de protección 

civil, por lo que requiere mecanismos de coordinación que permitan integrar la 

información disponible y adoptar decisiones con base en criterios técnicos, objetivos 

y verificables. 

 

La reforma propuesta reconoce la existencia de legislación ambiental o urbana, pero 

coloca el dedo en la ausencia de un mecanismo articulado que permita atender los 

conflictos generados por la permanencia de determinadas instalaciones industriales 

cuando las condiciones ambientales, demográficas y territoriales de su entorno 

hayan cambiado sustancialmente. 

 

La intención es transitar de un modelo predominantemente reactivo, centrado en 

sancionar o corregir incumplimientos una vez producidos, hacia un modelo 

preventivo que permita identificar riesgos, evaluar alternativas y, cuando resulte 

indispensable y proporcional, ordenar la reubicación de instalaciones cuya 

permanencia represente una afectación significativa para la salud, la seguridad de 

la población o el medio ambiente. 

 

En suma, la reforma a la legislación ambiental y a la legislación general en materia 

de asentamientos humanos, ordenamiento territorial y desarrollo urbano resulta 

necesaria para establecer bases jurídicas que permitan atender de manera integral 
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los conflictos entre determinadas actividades industriales y la expansión de los 

asentamientos humanos, bajo criterios de prevención, proporcionalidad, 

coordinación institucional, justicia ambiental, participación ciudadana y protección 

efectiva del derecho humano a un medio ambiente sano. 

 

V. Contenido y objeto de la iniciativa  

 

La presente iniciativa tiene como objetivo establecer un marco jurídico integral que 

permita atender de manera oportuna y efectiva la problemática generada por la 

presencia de industrias de alto impacto ambiental dentro de zonas urbanas y 

habitacionales. 

 

Muchas de estas instalaciones fueron autorizadas en momentos en que no existían 

asentamientos humanos a su alrededor, pero, actualmente el crecimiento acelerado 

y desordenado de las ciudades ha provocado que actualmente representen riesgos 

significativos para la salud pública, el ambiente y la seguridad de las comunidades.  

 

Esta reforma busca dotar al Estado mexicano de herramientas legislativas claras, a 

fin de prevenir situaciones que pongan en peligro la vida, la integridad física y el 

bienestar de la población. 

 

Se propone reformar la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 

Ambiente para incorporar un conjunto de disposiciones específicas que regulen la 

identificación, evaluación y posible reubicación de industrias de alto impacto 

ambiental localizadas en zonas urbanas o habitacionales. 

 

Para ello, la iniciativa establece una definición legal de industrias de alto impacto 

basada en sus emisiones, descargas, generación de residuos peligrosos, uso de 
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materiales que impliquen riesgos significativos y su incidencia comprobada en la 

salud de la población o en el equilibrio ecológico.  

 

Esta definición es fundamental para delimitar con claridad técnica y transparencia 

cuáles instalaciones industriales pueden ser sujetas a evaluación y, en su caso, a 

procesos de reubicación. 

 

La reforma crea un nuevo Capítulo dentro del Título Cuarto de la LGEEPA, mediante 

el cual se instruye a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales a 

establecer un Registro Nacional de Industrias de Alto Impacto Ambiental ubicadas 

en áreas urbanas o habitacionales.  

 

Dicho Registro permitirá identificar la magnitud de la problemática, sistematizar 

información técnica, dar seguimiento a instalaciones con historial de 

incumplimientos ambientales y fomentar la transparencia y la participación 

ciudadana en la toma de decisiones. 

 

Se faculta a la Secretaría a emitir resoluciones administrativas debidamente 

fundadas y motivadas cuando, con base en estudios técnicos, auditorías 

ambientales y opiniones sanitarias, se compruebe la existencia de riesgos graves 

para la salud o para el ambiente. 

 

Adicionalmente, la reforma establece criterios técnicos, sanitarios y sociales que 

deberán considerarse para determinar la pertinencia de una reubicación, entre ellos 

se incluyen indicadores de afectación a la calidad del aire, proximidad a viviendas, 

escuelas o instalaciones sensibles, historial de incidentes, cumplimiento normativo, 

opinión de autoridades sanitarias y quejas vecinales documentadas, estos criterios 
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garantizan que la decisión no dependa de criterios discrecionales, sino de evidencia 

científica y sanitaria orientada a proteger a la población. 

 

La reforma también incorpora principios rectores como el derecho humano a un 

medio ambiente sano, la justicia ambiental, la participación ciudadana en todas las 

etapas del proceso y la coordinación intergubernamental, asegurando que las 

decisiones se tomen con responsabilidad compartida. 

 

El contenido de la iniciativa no tiene carácter punitivo ni pretende obstaculizar las 

actividades productivas; por el contrario, busca generar condiciones que protejan la 

salud, prevengan emergencias y mejoren la habitabilidad urbana sin comprometer 

el desarrollo económico. 

 

La articulación entre federación, entidades federativas y municipios, prevista en la 

propuesta de reforma, garantiza que los procesos de reubicación de instalaciones 

industriales se realicen bajo criterios técnicos, con justicia ambiental y con enfoque 

de sostenibilidad, priorizando siempre la seguridad y el bienestar de las 

comunidades. 

 

Por todo lo anteriormente expuesto, presentamos gráficamente la iniciativa en 

comento en el siguiente cuadro comparativo: 

 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 
Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley se 
entiende por: 
 

Artículo 3.-  
 

I. a XX BIS. - … 
 

I . a XX BIS. - … 
 

SIN CORRELATIVO 
 

XX BIS 1. - Industria de alto impacto 
ambiental: Aquella cuya operación, 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 
Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 
emisiones, descargas, residuos o uso 
de materiales peligrosos generen 
afectaciones significativas al medio 
ambiente o a la salud humana, conforme 
a los criterios técnicos establecidos por 
la Secretaría. 

 
XXI a XXXIX.- … XXI a XXXIX.- … 

 

  

TÍTULO CUARTO 
Protección al Ambiente 

 

TÍTULO CUARTO 
Protección al Ambiente 

 
CAPÍTULO I y II. … 

 
CAPÍTULO I y II. … 

 

SIN CORRELATIVO 

 

CAPÍTULO II BIS 

 
SIN CORRELATIVO 

 
De la Reubicación de las Industrias de 

Alto Impacto Ambiental en Áreas 
Urbanas, Habitacionales por 

Crecimiento Urbano 
 

SIN CORRELATIVO 
 

Artículo 116 Bis 1. La Secretaría, en 
coordinación con las autoridades 
estatales y municipales, establecerá un 
Registro Nacional de Industrias de Alto 
Impacto Ambiental ubicadas en zonas 
urbanas o habitacionales, resultado del 
crecimiento urbano.  

 
 
 
 

Este Registro será público, actualizado 
periódicamente y vinculado a los 
sistemas de ordenamiento territorial. 

SIN CORRELATIVO 
 

Artículo 116 Bis 2. Cuando se acredite, 
mediante estudios técnicos, auditorías 
ambientales y opinión sanitaria, que una 
industria representa un riesgo grave 
para la salud o el ambiente, la Secretaría 
podrá emitir resoluciones 
administrativas debidamente fundadas 
y motivadas para su reubicación, 
conforme a los siguientes criterios: 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 
Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

 
 I. Afectación a la calidad del aire, agua o 

suelo; 
 

 II. Proximidad a zonas habitacionales, 
nosocomios, centros de salud, 
escolares o vulnerables; 
 

 III. Historial de incidentes ambientales o 
incumplimientos normativos; 
 

 IV. Opinión técnica de la autoridad 
sanitaria, y 

 
 V. Quejas vecinales documentadas. 

 
 La reubicación será una medida 

excepcional, procedente únicamente 
cuando las medidas ordinarias de 
prevención, mitigación, control o 
modernización tecnológica resulten 
insuficientes para eliminar o reducir 
razonablemente el riesgo. 
 

SIN CORRELATIVO Artículo 116 Bis 3. El procedimiento de 
identificación, evaluación y reubicación 
deberá garantizar: 
 

 a) derecho de audiencia; 
 

 b) acceso al expediente; 
 

 c) posibilidad de ofrecer pruebas; 
 

 d) emisión de resolución fundada y 
motivada, y 
 

 e) medios de impugnación. 

SIN CORRELATIVO Artículo 116 Bis 4. La determinación de 
la reubicación de una instalación 
industrial de alto impacto ambiental será 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 
Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

resultado de un procedimiento 
coordinado entre: 
 

 I. La Secretaría de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales, responsable del 
dictamen técnico ambiental y de riesgo; 
 

 II. Las autoridades estatales 
competentes, responsables del 
ordenamiento ecológico del territorio; 
 

 III. Los municipios, responsables de la 
determinación del uso de suelo y de la 
autorización de la nueva localización. 
 

 La reubicación solo podrá ordenarse 
cuando exista coincidencia entre las 
tres autoridades y se garantice la 
seguridad jurídica de la persona titular 
de la instalación. 
 

SIN CORRELATIVO Artículo 116 Bis 5. Previo a la emisión de 
la resolución de reubicación, la 
Secretaría elaborará una evaluación de 
impacto económico, que considere: 
 

 a) costos estimados de traslado; 
 

 b) afectaciones a la cadena de 
suministro; 
 

 c) impactos en empleo y economía local, 
y  
 

 d) alternativas menos restrictivas. 
 

 La Federación, las entidades federativas 
y los municipios podrán establecer 
incentivos fiscales, apoyos para 
infraestructura y programas de 
transición laboral para facilitar la 
reubicación. 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 
Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

SIN CORRELATIVO 
 

Artículo 116 Bis 6. Cuando de los 
estudios técnicos y del análisis de 
riesgo ambiental se determine que una 
fuente fija constituye un riesgo o peligro 
para la salud humana o el equilibrio 
ecológico, la autoridad competente 
iniciará el Procedimiento de 
Reubicación Obligatoria, atendiendo las 
siguientes etapas y plazos: 
 

 I. La autoridad competente deberá 
notificar por escrito a la empresa o 
industria involucrada la determinación 
de reubicación, anexando el Dictamen 
Técnico de Riesgo Ambiental que 
motive y funde dicha decisión, debiendo 
ser dentro de un plazo no mayor a diez 
días hábiles a partir de la emisión del 
Dictamen. 
 

 II. La empresa deberá presentar a la 
autoridad un Plan integral de 
reubicación y remedición en un plazo de 
sesenta días contados a partir de la 
notificación. Dicho plan deberá contener 
lo siguiente:  
 

 a) Un cronograma detallando de las 
etapas; 
 

 b) La identificación de la nueva 
ubicación de la empresa; 
 

 c) Las acciones de remediación que 
se efectuaran en el sitio original, las 
medidas de seguridad y protección que 
se ejecutaran, y  
 

 d) El calendario de 
desmantelamiento.  
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 
Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 
La autoridad contará con un plazo de 
treinta días hábiles para validar, requerir 
modificaciones, o aprobar el plan. 
 

 III. Durante la ejecución de la 
reubicación, la empresa o industria 
deberá implementar un Programa de 
Mitigación temporal de riesgos 
aprobado por la autoridad, cuyo 
cumplimiento será obligatorio durante 
las fases del proceso. 

 IV. Dicho programa deberá iniciarse 
durante los cinco días hábiles posterior 
a la aprobación del Plan de Reubicación. 

 
 
 
 
 

V. La autoridad competente 
realizará visitas de inspección cada 
bimestre, así como verificaciones 
extraordinarias cuando considere 
necesario, a fin de evaluar el 
cumplimiento del plan. La empresa 
estará obligada a entregar informes de 
avance cada quince días hábiles. 
 

 VI. Las determinaciones, el plan 
aprobado, los procesos de avance de 
reubicación y las medidas de mitigación 
deberán ser puestos a disposición de la 
ciudadanía de las comunidades y 
colonias afectadas a través de los 
mecanismos que determine la 
autoridad. 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 
Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 
 VII. En caso de incumplimiento de los 

plazos, obligaciones o etapas previstos 
con anterioridad en el plan de 
reubicación, la autoridad podrá imponer 
medidas de seguridad y sanciones 
administrativas establecidas en la ley. 

SIN CORRELATIVO 
 

Artículo 116 Bis 7. Las autoridades 
federales, estatales y municipales 
podrán auxiliar en la reubicación de las 
empresas o industrias a través de las 
siguientes acciones: 
 

 I. Podrán establecer incentivos fiscales 
para el traslado; 
 

 II. Acceso preferente a parques 
industriales; 
 

 III. Apoyo técnico y financiero para 
tecnologías limpias, y 
 

 IV. Programas de transición laboral para 
trabajadores afectados. 
 

SIN CORRELATIVO 
 

Artículo 116 Bis 8. La reubicación 
deberá observar lo siguiente: 

 
 I. Respeto al derecho humano a un 

medio ambiente sano; 
 

 II. Justicia Ambiental; 
 

 III. Participación ciudadana en el 
proceso de evaluación; 
 

 IV. Coordinación interinstitucional entre 
los tres órdenes de gobierno; 
 

 V. Respeto a los derechos laborales de 
las personas trabajadoras, y 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 
Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 
 VI. Consideración de impactos en 

movilidad y ordenamiento territorial. 
 

SIN CORRELATIVO 
 

Artículo 116 Bis 9. Los gobiernos 
estatales y municipales deberán 
adecuar sus planes de desarrollo 
urbano para facilitar la relocalización de 
estas industrias en zonas aptas, bajo 
condiciones de control ambiental 
reforzado. La Secretaría podrá emitir 
lineamientos técnicos para dicha 
adecuación. 

 

SIN CORRELATIVO 
 

Artículo 116 Bis 10. La Secretaría 
establecerá mecanismos de consulta 
pública en las zonas afectadas, 
incluyendo mesas técnicas, foros 
vecinales y procesos participativos que 
garanticen el derecho de las 
comunidades a ser escuchadas y donde 
puedan externar de forma libre sus 
problemáticas. 

 

CAPÍTULO III. a VIII. … CAPÍTULO III. a VIII. … 
 

 

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de esta Soberanía, 

la siguiente iniciativa con proyecto de: 

  

DECRETO 

 

POR EL QUE SE ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY GENERAL 

DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE, EN 

MATERIA DE REUBICACIÓN DE INDUSTRIAS DE ALTO IMPACTO AMBIENTAL 
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ÚNICO. Se adiciona una fracción XX Bis 1 al artículo 3; un Capítulo II Bis al Título 

Cuarto denominado “De la Reubicación de las Industrias de Alto Impacto Ambiental 

en Áreas Urbanas, Habitacionales por Crecimiento Urbano” y los artículos 116 Bis 

1, 116 Bis 2, 116 Bis 3, 116 Bis 4, 116 Bis 5, 116 Bis 6. 116 Bis 7, 116 Bis 8, 116 

Bis 9 y 116 Bis 10 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 

Ambiente, para quedar como sigue: 

 

Artículo 3.-  

 

I . a XX BIS. - … 

 

XX BIS 1. - Industria de alto impacto ambiental: Aquella cuya operación, 

emisiones, descargas, residuos o uso de materiales peligrosos generen 

afectaciones significativas al medio ambiente o a la salud humana, conforme 

a los criterios técnicos establecidos por la Secretaría. 

 

XXI a XXXIX.- … 

 

 

TÍTULO CUARTO 

Protección al Ambiente 

 

CAPÍTULO I y II. … 

 

CAPÍTULO II BIS 

 

De la Reubicación de las Industrias de Alto Impacto Ambiental en Áreas 

Urbanas, Habitacionales por Crecimiento Urbano 



  
 
 
 
 
 

  

 

Página 28 de 34 
 

 

Artículo 116 Bis 1. La Secretaría, en coordinación con las autoridades 

estatales y municipales, establecerá un Registro Nacional de Industrias de 

Alto Impacto Ambiental ubicadas en zonas urbanas o habitacionales, 

resultado del crecimiento urbano.  

 

Este Registro será público, actualizado periódicamente y vinculado a los 

sistemas de ordenamiento territorial. 

 

 

Artículo 116 Bis 2. Cuando se acredite, mediante estudios técnicos, auditorías 

ambientales y opinión sanitaria, que una industria representa un riesgo grave 

para la salud o el ambiente, la Secretaría podrá emitir resoluciones 

administrativas debidamente fundadas y motivadas para su reubicación, 

conforme a los siguientes criterios: 

 

I. Afectación a la calidad del aire, agua o suelo; 

 

II. Proximidad a zonas habitacionales, nosocomios, centros de salud, 

escolares o vulnerables; 

 

III. Historial de incidentes ambientales o incumplimientos normativos; 

 

IV. Opinión técnica de la autoridad sanitaria, y 

 

V. Quejas vecinales documentadas. 
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La reubicación será una medida excepcional, procedente únicamente cuando 

las medidas ordinarias de prevención, mitigación, control o modernización 

tecnológica resulten insuficientes para eliminar o reducir razonablemente el 

riesgo. 

 

 

Artículo 116 Bis 3. El procedimiento de identificación, evaluación y 

reubicación deberá garantizar: 

 

a) derecho de audiencia; 

 

b) acceso al expediente; 

 

c) posibilidad de ofrecer pruebas; 

 

d) emisión de resolución fundada y motivada, y 

 

e) medios de impugnación. 

 

 

Artículo 116 Bis 4. La determinación de la reubicación de una instalación 

industrial de alto impacto ambiental será resultado de un procedimiento 

coordinado entre: 

 

I. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, responsable del 

dictamen técnico ambiental y de riesgo; 
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II. Las autoridades estatales competentes, responsables del ordenamiento 

ecológico del territorio; 

 

III. Los municipios, responsables de la determinación del uso de suelo y de la 

autorización de la nueva localización. 

 

La reubicación solo podrá ordenarse cuando exista coincidencia entre las tres 

autoridades y se garantice la seguridad jurídica de la persona titular de la 

instalación. 

 

 

Artículo 116 Bis 5. Previo a la emisión de la resolución de reubicación, la 

Secretaría elaborará una evaluación de impacto económico, que considere:   

 

a) costos estimados de traslado; 

 

b) afectaciones a la cadena de suministro; 

 

c) impactos en empleo y economía local, y 

 

d) alternativas menos restrictivas. 

 

La Federación, las entidades federativas y los municipios podrán establecer 

incentivos fiscales, apoyos para infraestructura y programas de transición 

laboral para facilitar la reubicación. 
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Artículo 116 Bis 6. Cuando de los estudios técnicos y del análisis de riesgo 

ambiental se determine que una fuente fija constituye un riesgo o peligro para 

la salud humana o el equilibrio ecológico, la autoridad competente iniciará el 

Procedimiento de Reubicación Obligatoria, atendiendo las siguientes etapas 

y plazos: 

 

I. La autoridad competente deberá notificar por escrito a la empresa o 

industria involucrada la determinación de reubicación, anexando el Dictamen 

Técnico de Riesgo Ambiental que motive y funde dicha decisión, debiendo ser 

dentro de un plazo no mayor a diez días hábiles a partir de la emisión del 

Dictamen. 

 

II. La empresa deberá presentar a la autoridad un Plan integral de reubicación 

y remedición en un plazo de sesenta días contados a partir de la notificación. 

Dicho plan deberá contener lo siguiente:  

 

a) Un cronograma detallando de las etapas; 

 

b) La identificación de la nueva ubicación de la empresa; 

 

c) Las acciones de remediación que se efectuaran en el sitio original, las 

medidas de seguridad y protección que se ejecutaran, y  

 

d) El calendario de desmantelamiento.  

 

La autoridad contará con un plazo de treinta días hábiles para validar, requerir 

modificaciones, o aprobar el plan. 
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III. Durante la ejecución de la reubicación, la empresa o industria deberá 

implementar un Programa de Mitigación temporal de riesgos aprobado por la 

autoridad, cuyo cumplimiento será obligatorio durante las fases del proceso. 

 

IV. Dicho programa deberá iniciarse durante los cinco días hábiles posterior a 

la aprobación del Plan de Reubicación. 

 

V. La autoridad competente realizará visitas de inspección cada bimestre, así 

como verificaciones extraordinarias cuando considere necesario, a fin de 

evaluar el cumplimiento del plan. La empresa estará obligada a entregar 

informes de avance cada quince días hábiles. 

 

VI. Las determinaciones, el plan aprobado, los procesos de avance de 

reubicación y las medidas de mitigación deberán ser puestos a disposición 

de la ciudadanía de las comunidades y colonias afectadas a través de los 

mecanismos que determine la autoridad. 

 

VII. En caso de incumplimiento de los plazos, obligaciones o etapas previstos 

con anterioridad en el plan de reubicación, la autoridad podrá imponer 

medidas de seguridad y sanciones administrativas establecidas en la ley. 

 

 

Artículo 116 Bis 7. Las autoridades federales, estatales y municipales podrán 

auxiliar en la reubicación de las empresas o industrias a través de las 

siguientes acciones: 

 

I. Podrán establecer incentivos fiscales para el traslado; 
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II. Acceso preferente a parques industriales; 

 

III. Apoyo técnico y financiero para tecnologías limpias, y 

 

IV. Programas de transición laboral para trabajadores afectados. 

 

 

Artículo 116 Bis 8. La reubicación deberá observar lo siguiente: 

 

I. Respeto al derecho humano a un medio ambiente sano; 

 

II. Justicia Ambiental; 

 

III. Participación ciudadana en el proceso de evaluación; 

 

IV. Coordinación interinstitucional entre los tres órdenes de gobierno; 

 

V. Respeto a los derechos laborales de las personas trabajadoras, y 

 

VI. Consideración de impactos en movilidad y ordenamiento territorial. 

 

 

Artículo 116 Bis 9. Los gobiernos estatales y municipales deberán adecuar 

sus planes de desarrollo urbano para facilitar la relocalización de estas 

industrias en zonas aptas, bajo condiciones de control ambiental reforzado. 

La Secretaría podrá emitir lineamientos técnicos para dicha adecuación. 
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Artículo 116 Bis 10. La Secretaría establecerá mecanismos de consulta pública 

en las zonas afectadas, incluyendo mesas técnicas, foros vecinales y 

procesos participativos que garanticen el derecho de las comunidades a ser 

escuchadas y donde puedan externar de forma libre sus problemáticas. 

 

CAPÍTULO III. a VIII. … 

 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 

en el Diario Oficial de la Federación. 

 

SEGUNDO. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales tendrá un plazo 

de ciento ochenta días contados a partir de la entrada en vigor de este decreto para 

emitir las disposiciones reglamentarias necesarias para la aplicación del Capítulo II 

BIS. 

 

 

SUSCRIBE 

 

 

 

 

Diputada Iraís Virginia Reyes de la Torre 
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 09 de septiembre de 2026 
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